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Primera Instancia: Sanción suspensión 1 año y multa de 10 SMMLV. 
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ASUNTO A TRATAR 

  
Negada la ponencia presentada a la Dra. JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ,

[1]
 procede la Sala a 

resolver el recurso de apelación interpuesto por el defensor de oficio del disciplinado, contra la 
sentencia proferida el 26 de junio de 2013, emitida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca,

[2]
 mediante la cual sancionó 

con SUSPENSIÓN en el ejercicio de la profesión por el término de un (1) año y MULTA de diez 
(10) salarios mínimos mensuales legales vigentes, al abogado GASPAR ENRIQUE TODARO 
GONZÁLEZ, tras hallarlo responsable de incurrir en la falta prevista en el numeral 8° del artículo 
33 de la Ley 1123 de 2007. 

HECHOS Y ANTECEDENTES PROCESALES 

  
1.- La presente investigación tiene su génesis en el auto del 23 de septiembre 2010,

[3]
 emitido por 

el Juzgado 3 Civil Municipal de Girardot - Cundinamarca, mediante el cual ordenó la compulsa de 
copias del proceso ejecutivo hipotecario allí radicado bajo el No. 2004-00339 incoado 
por CONAVI Banco Comercial y de Ahorros S.A., contra JAIME PORTILLO y MARÍA IVÓN 
SUÁREZ ORTIZ, para que se investigue la conducta del doctor GASPAR ENRIQUE TODARO 
GONZÁLEZ, allegando fotocopias del citado proceso, según oficio No. 1256 de noviembre 11 de 
2010.

[4]
 

  
2.- Acreditada la calidad de abogado del disciplinable, el A quo dictó auto de apertura de proceso 
disciplinario el 28 de febrero de 2012,

[5]
 fijando fecha y hora para realizar Audiencia de Pruebas y 

Calificación Provisional, conforme al artículo 104 de la Ley 1123 de 2007. 
  
3.- Por auto del 11 de septiembre de 2012, el Magistrado Edgar Ricardo Castellanos Romero, 
avocó conocimiento de las diligencias, ordenando el emplazamiento del disciplinable.

[6]
 

  

4.- La Secretaría Judicial del Seccional fijó el edicto emplazatorio el 19 de julio de 2012, 

desfijándolo el 24 de julio de ese año.
[7]

 

  
5.- Por auto del 9 de octubre de 2012,

[8]
 se declaró persona ausente al disciplinable y se le nombró 

defensor de oficio del encartado, al doctor DANILO VALERO HUERTAS, fijándose fecha para dar 
inicio a la Audiencia de Pruebas y Calificación Provisional el 4 de diciembre de 2012, acto que se 
aplazó por motivo del paro judicial, señalándose como fecha el 6 de marzo de 2013,

[9]
 la cual a 

petición de la defensa, se suspendió habida cuenta que no se le habían remitido a todas las 
direcciones las respectivas citaciones al disciplinable, y en aras de no vulnerar derechos 
fundamentales, se reprogramó la citada audiencia.

[10]
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6.- El 2 de abril de 2013, se continúo con la Audiencia de Pruebas y Calificación Provisional con 

asistencia del defensor de oficio; una vez leída la queja, el defensor de oficio solicitó la práctica de 
un prueba, a lo cual el Magistrado Instructor la decretó, ordenando que se alleguen copias de las 
segundas instancias de los incidentes de nulidad interpuestos por el encartado en el proceso 
ejecutivo de autos; fijó fecha para la continuación de la audiencia el día 30 de abril de 2013.

[11]
 

  
7.- Por parte el Juzgado 3º Civil Municipal de Girardot, remitió copias de las segundas instancias 
de los incidentes de nulidad dentro del proceso ejecutivo referido, correspondientes a los 
cuadernos anexos 6 al 8.

[12]
 

  
8.- El 5 de junio de 2013 se dio continuación a la Audiencia de Pruebas y Calificación Provisional, 
con presencia del defensor de oficio del investigado, una vez instalada la misma el Magistrado 
Sustanciador, ingresó en legal forma la totalidad de las pruebas solicitadas y procedió a 
la calificación jurídica provisional,Formulándole Cargos contra el abogado GASPAR ENRIQUE 
TODARO GONZÁLEZ, por su presunta incursión en la falta disciplinaria contra la recta y leal 
realización de la justicia y los fines del Estado contenida en el artículo 33 numeral 8 de la Ley 1123 
de 2007, imputada a título de dolo, por haber presentado los siguientes actos procesales: i), la 
petición de la reliquidación del crédito y ii), cinco solicitudes de nulidad, cuatro de ellos contra los 
autos que fijaban fecha para diligencia de remates y uno contra el auto que aprobó la liquidación, 
peticiones radicadas en el Juzgado en las siguientes fechas: 18 de febrero, 13 de abril, 15 abril, 28 
julio, 23 septiembre y 5 noviembre de 2010, así como la consiguiente interposición de recursos 
contra cada una de las decisiones desfavorables.

[13]
 

  
9.- El 18 de junio de 2013,

[14]
 se llevó a cabo la Audiencia de Juzgamiento, una vez instalada la 

misma el Magistrado instructor le otorgó la palabra al defensor de oficio para que alegara de 
conclusión, quien hizo la siguiente manifestación: 
  
Señaló que conforme a los elementos probatorios allegados, no se evidenciaba dilación alguna 
dentro del referido proceso a cargo de su prohijado, y no hay certeza para concluir que los 
incidentes propuestos fueron utilizados para entorpecer actuación judicial alguna; además la 
actividad defensiva del doctor GASPAR ENRIQUE TODARO GONZÁLEZ, estuvo encaminada a 
defender los derechos de sus poderdantes, desde el mismo momento en el cual le fue 
encomendado el respectivo proceso. 
  
Respecto a las actuaciones cuestionadas indicó que la decisión de la petición de nulidad se 
resolvió con fecha 19 de abril de 2010 y el recurso de apelación data del 28 de julio del 2010; y la 
segunda apelación del auto del 23 de Septiembre de 2010 se desató el 16 de marzo de 2011, por 
lo que consideró que no es posible imaginar que el disciplinado pretendiera dilatar la actuación, 
pues teniendo en cuenta que la compulsa de copias realizadas por parte del Juez Tercero Civil 
Municipal de Girardot, dentro del trámite de los dos primeros incidentes con auto del 23 de 
septiembre de 2010, el tiempo trascurrido es apenas de siete meses después de haberse 
reconocido personería jurídica a su defendido y la compulsa se efectuó cuando aún estaba 
pendiente la decisión frente al recurso interpuesto respecto del segundo incidente, razón por la 
cual consideró que no existía tal dilación, además el doctor TODARO GONZÁLEZ, estaba 
ejerciendo su labor, con las peticiones realizadas, las cuales independientemente de sus resultas 
fueron producto del desarrollo normal del trámite del proceso. 
  
De otra parte, tanto el Juez de primera instancia como el de segunda no impusieron condena en 
costas, debiendo por mandato legal señalar como agencias en derecho un valor determinado, 
para, en lo posible, evitar que se continuara, si en verdad se tratara de una actitud dilatoria, con 
recursos y peticiones de nulidad improcedentes, y recordó que en la Jurisdicción Civil, las partes 
están obligadas a peticionar la imposición de las costas, o el Juez de oficio debe imponerla, ante la 
insistencia de peticiones improcedentes, cuando lo estimen del caso. 
  
Señaló que cuando un profesional del derecho asume una defensa, lo hace para en lo posible 
obtener una recta y eficaz administración de justicia, según se pudo observar en las peticiones 
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dentro de los incidentes objeto de la presente investigación disciplinaria y que para el disciplinado 
eran viables, a fin de garantizar los derechos de sus poderdantes, aún, dadas las condiciones y 
estado actual del proceso, pero era su deber pedir lo que según su leal, saber y entender era justo. 
  
Agregó que la figura jurídica de la nulidad, por medio de un incidente, en la jurisdicción civil es de 
común ocurrencia por parte de los profesionales del derecho litigantes en esa área; entonces, si 
todos los jueces compulsarán copias estaríamos ante una jurisdicción disciplinaria más 
congestionada de lo que actualmente se encuentra. 
  

Además considera respetable el actuar de su prohijado, aún cuando para otros profesionales del 

derecho no fuera lo procedente como sucedió en el presente caso con el funcionario judicial que 
ordenó la investigación disciplinaria, situación para su juicio subjetiva; pues si su representado 
encontró algún tipo de fallas, bien pudo recurrir a la figura los incidentes, e incluso a la acción de 
tutela, como en efecto lo hizo, alcanzando incluso que se decretara una medida provisional, así 
posteriormente la acción hubiere sido declarada improcedente. 
  
Por último peticionó con base en lo expuesto, la inexistencia de responsabilidad disciplinaria, pues 
su defendido obró en estricto cumplimiento a un deber legal, por mandato, siendo esta una 

actividad licita, por lo cual no se le puede atribuir conducta o falta disciplinaria dentro del trámite 

del proceso ejecutivo hipotecario adelantado ante el Juzgado Tercero Civil Municipal de Girardot.
[15]

 

  
DE LA SENTENCIA APELADA 

  
Mediante sentencia proferida el 26 de junio de 2013,

[16]
 emitida por la Sala Jurisdiccional 

Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, se declaró responsable al 
abogado GASPAR ENRIQUE TODARO GONZÁLEZ , tras hallarlo responsable de incurrir en la 
falta prevista en el numeral 8° del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, a título de dolo, 
sancionándolo con SUSPENSIÓN en el ejercicio de la profesión por el término de un (1) 
año y MULTA diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
  
La Sala de Instancia luego de realizar la correspondiente valoración probatoria determinó: 
  
“Este acontecer fáctico, que dio lugar a la formulación de cargos en la audiencia pertinente, 
claramente enseña cómo, lejos de lo que corresponde a un actuar profesional conforme con el 
deber profesional de lealtad con la Administración de Justicia, lo que se evidencia es el propósito 
claro y definido del disciplinable de impedir, a cualquier costa, la realización del remate del bien 
hipotecado y secuestrado, para lo cual no tuvo reparo alguno en hacer uso de al menos 5 
incidentes de nulidad en cada uno de los cuales el juzgado de primera instancia, y al menos en 3 
de ellos el de segunda, le dejaron claramente indicado que ninguno de ellos se compadecía con 
las causales taxativamente previstas en el artículo 140 del C.P.C. 
  
…no cabe duda que con las actuaciones ya señaladas en cabeza del aquí encartado incurrió de 
manera sistemática y reiterada en la falta materia de acusación, en concurso homogéneo y 
sucesivo, por lo cual la Sala considera que se encuentra debidamente acreditada la materialidad 
de la falta endilgada, al ser evidente el abuso de las vías de derecho en que incurrió el inculpado, 
cuya conducta se enmarca dentro de la descripción típica del numeral 8º del artículo 33 de la Ley 
1123 de 2007”. 

  
La Colegiatura de instancia señaló que con su actuar del doctor TODARO GONZÁLEZ, se dedicó 
exclusivamente, en pretexto de la defensa de los intereses confiados a reiterar argumentos, 
incidentes y recursos que los jueces naturales del proceso le dejaron claro: eran extemporáneos e 
improcedentes, abusando entonces del derecho y menoscabando del deber de lealtad para con la 
administración de justicia que impone a los abogados un actuar oportuno, ponderado y racional, y 
no abusivo y desmedido. 
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Señalando el A quo que “revisada detenidamente la actuación procesal, se constata que la 
actuación dilatoria desplegada no encuentra habilitación en cualquiera de las causales de 
exclusión de responsabilidad disciplinaria previstas en el artículo 22 de la Ley 1123 de 2007”. 
  
Respecto de la dosimetría de la sanción se dijo que “teniendo en cuenta que el disciplinable cuenta 
con un antecedente de suspensión de 2 meses, que nos hallamos frente al concurso homogéneo 
de una falta de naturaleza dolosa, en detrimento de la buena marcha del servicio público esencial 
de la administración de justicia, donde por lo demás se hallaban involucrados y se afectaron 
derechos de los ejecutantes, tratándose de una conducta socialmente reprochable y que atenta 
contra el buen nombre de la profesión, que exigió de su preparación ponderada en la elaboración 
de cada una de las distintas salidas procesales; se considera como la sanción correspondiente la 
suspensión en el ejercicio de la profesión por el término de un (1) año e imposición de multa de 
diez salarios mínimos mensuales legales vigentes (10 SMMLV).” 
  

DE LA APELACIÓN 

  
Notificado el defensor de oficio del fallo el 9 de julio de 2013, e inconforme con la decisión 
proferida, presentó recurso de apelación dentro del término legal,

[17]
 sustentado en lo siguiente: 

  
Señaló el apoderado que no hay certeza de la existencia objetiva de la conducta, pues si bien es 
cierto presentó unos incidentes no por eso se encuentra incurso de una falta disciplinaria, además 
el proceso fue instaurado en el año 2004 y el investigado recibió poder en febrero de 2010, 
ordenándose la compulsa el 23 de septiembre de ese mismo año y un día después se llevó a cabo 
la diligencia de remate, por tanto la demora del proceso no se le puede endilgar al disciplinado 
quién actuó solamente siete meses dentro de un proceso que se adelantaba desde el año 2004. 
  
Solicitó se absolviera de las actuaciones realizadas por el togado encartado posteriormente a la 
compulsa de copias, pues no se puede presumir que los actos subsiguientes vayan encaminados a 
dilatar pues “es un hecho futuro e incierto, y no podemos DE OFICIO presumir un concurso 
homogéneo y sucesivo de faltas, según se infiere en la sentencia”. 
  
Consideró que “dentro del procedimiento civil, los llamados a reclamar una presunta dilación o 
entorpecimiento de los trámites, son las partes, y en esta caso el juez al tener que resolver los 
aludidos incidentes, debió adoptar como lo indique los medios necesarios a fin de no permitir, en el 
futuro, peticiones supuestamente improcedentes”. 
  
Por auto del 30 de julio de 2013, se concedió el recurso de apelación en el efecto suspensivo.

[18]
 

  
ACTUACIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

  
1.- Recibidas las diligencias, fueron repartidas a la Magistrada Julia Emma Garzón de 
Gómez,

[19]
 quien mediante auto de fecha 9 de agosto de 2013,

[20]
 se avocó conocimiento del 

presente proceso, se ordenó correr traslado al Ministerio Público por el término de 5 días para que 
rindiera su concepto; se fijó en lista por el mismo lapso para que las partes presentaran sus 
alegatos; se solicitó allegar los antecedentes disciplinarios del disciplinable a la Secretaría Judicial 
de esta Corporación y por último comunicar al investigado. 
  
2.- El Ministerio Público se notificó el 16 de agosto de 2013,

[21]
 quien dentro del término legal 

guardó silencio. 
  
3.- Mediante certificación del 9 de septiembre de 2013,

[22]
 expedida por la Secretaría Judicial de 

esta Corporación, se informó que contra el litigante encartado no cursa otra investigación en esta 
Superioridad y se expidió el certificado de antecedentes disciplinarios No. 249828,

[23]
 donde 

aparece registrada una sanción de 2 meses de suspensión en el ejercicio de la profesión al haber 
incurrido en la falta establecida en el artículo 55 numeral 1 del Decreto 196 de 1971, inicio de la 
sanción 5 de octubre y finalizó el 4 de diciembre de 2009. 

file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn17
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn18
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn19
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn20
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn21
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn22
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn23


  
4.- Negada la ponencia a la Magistrada Julia Emma Garzón de Gómez, correspondió por sorteo a 
quien funge como Ponente. 
  

CONSIDERACIONES 
  

Competencia. La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, es 
competente para conocer y decidir este recurso de apelación de conformidad con el mandato 
establecido en los artículos 256 numeral 3º de la Constitución Política “(…) corresponden al 
Consejo Superior de la Judicatura (…) 3. Examinar la conducta y sancionar las faltas de los 
funcionarios de la rama judicial, así como las de los abogados en el ejercicio de su profesión, en la 
instancia que señale la ley” y 112 numeral 4º de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, 
en concordancia con el artículo 59 numeral 1º del Código Disciplinario del Abogado Ley 1123 de 
2007 “(…) La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura conoce: 1. En 
segunda instancia, de la apelación y la consulta de las providencias proferidas por las Salas 
Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura, en los términos 
previstos en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y en este código.” 
  
Límites de la Apelación: Como lo ha sostenido la jurisprudencia, la órbita de competencia del 
Juez de Segunda Instancia se circunscribe únicamente en relación con los aspectos impugnados, 
por cuanto presume el Legislador que aquellos tópicos que no son objeto de la alzada no suscitan 
inconformidad en el sujeto procesal que hace uso del recurso de apelación. Es por ello que 
respecto de la competencia de esta Corporación, se reitera el criterio jurisprudencial conforme al 
cual el funcionario judicial de segunda instancia no goza de libertad para decidir, toda vez que no 
se encuentra ante una nueva oportunidad para emitir un juicio fáctico y jurídico sobre el asunto, 
sino que su labor consiste en realizar un control de legalidad de la decisión impugnada, a partir de 
evacuar los argumentos presentados por el recurrente.

[24]
 

  
Caso concreto. En virtud de la competencia antes mencionada y sin observar causal alguna de 
nulidad que pueda invalidar lo actuado, procede la Sala a emitir su pronunciamiento con apoyo en 
el material probatorio legalmente arrimado al informativo y a la luz de las disposiciones legales que 
atañen al tema a debatir. 
  
Entra entonces esta Corporación a decidir si confirma, revoca o modifica la sentencia sancionatoria 
proferida el 26 de junio de 2013 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la 
Judicatura de Cundinamarca, mediante la cual se sancionó al abogado GASPAR ENRIQUE 
TODARO GONZÁLEZ con UN (1) AÑO de SUSPENSIÓN en el ejercicio de la profesión 
y MULTA de 10 SMMLV, tras hallarlo responsable de incurrir en la falta prevista en el numeral 8° 
del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, a título de dolo

 
. 

  
Sea lo primero advertir, que el ejercicio de la abogacía conlleva el cumplimiento estricto de una 
serie de deberes y obligaciones que estructuran en términos generales el código ético al cual se 
encuentran sometidos los abogados en el litigio, cuyo incumplimiento o vulneración de sus normas 
coloca al profesional del derecho que los infringe en el ámbito de las faltas reprimidas por el 
Legislador como disciplinarias, según el quebrantamiento o la trasgresión del deber impuesto, 
susceptible de reproche y de la sanción que corresponda de acuerdo con las pruebas que se 
recauden en el respectivo proceso disciplinario. 
  
Así pues, debe esta Sala propender porque los postulados del Estatuto Deontológico del Abogado 
se cumplan sin reato alguno por quienes ejercen la profesión, previstos en la Ley 1123 de 2007, 
siendo una responsabilidad de importancia el control ético que lleva a defender los intereses de los 
particulares para que el ejercicio profesional de la abogacía sea honorable, misión que se concreta 
en la observancia de los deberes y principios que como abogados exige la profesión; luego, en la 
medida en que los mismos sean cumplidos, la abogacía colaborará efectivamente en la 
conservación y perfeccionamiento del orden jurídico del país, y en la realización de la justicia 
material, cumpliéndose así su función social. 
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En concreto el problema jurídico a dilucidar en este asunto, es determinar si el disciplinado 
efectivamente incurrió en la falta contra la recta y leal realización de la justicia y los fines del 
Estado, que ameritó la sanción impuesta por la Sala A quo, de UN (1) AÑO de SUSPENSIÓN en el 
ejercicio de la profesión y MULTA de 10 SMMLV, tras hallarlo responsable de incurrir en la falta 
prevista en el numeral 8° del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, a título de dolo. 
  
Al tenor de lo previsto en el artículo 97 de la Ley 1123 de 2007, para proferir fallo sancionatorio se 
requiere de prueba que conduzca a la certeza de la existencia de la falta atribuida y de la 
responsabilidad del disciplinable. 
  
Procede la Sala a pronunciarse únicamente sobre los motivos de discrepancia planteados en las 
impugnaciones y a lo inescindiblemente ligado a ello, en atención a lo dispuesto en el artículo 179 
del C. de P. P. (Ley 906 de 2004), aplicable a los procesos disciplinarios seguidos contra abogados, 
por remisión expresa del artículo 16 de la Ley 1123 de 2007, en consecuencia el análisis se 
circunscribirá a lo que es materia del recurso. 
  
De la Tipicidad. La conducta por la que se le imputó y sancionó al abogado TODARO 
GONZÁLEZ, es la descrita en el artículo 33 numeral 8º de la Ley 1123 de 2007, la cual dispone: 
  
“ARTÍCULO 33. Son faltas contra la recta y leal realización de la justicia y los fines del Estado: 
  
8. Proponer incidentes, interponer recursos, formular oposiciones o excepciones, manifiestamente 
encaminados a entorpecer o demorar el normal desarrollo de los procesos y de las tramitaciones 
legales y, en general, el abuso de las vías de derecho o su empleo en forma contraria a su 
finalidad”. 
  
Para estudiar la conducta del disciplinado se hace importante realizar un recuento de las 
actuaciones procesales, en orden a situar en contexto la actividad del referido profesional del 
derecho, respecto de lo que interesa a la presente actuación, a saber: 
  
Presentada la demanda ejecutiva cuyo título es un pagaré con garantía hipotecaria, le 
correspondió al Juzgado Tercero Civil Municipal de Girardot, quien el 19 de agosto de 2004, libró 
mandamiento de pago por distintas sumas y decretó el embargo y secuestro del bien 
hipotecado.

[25]
 

  
Del acervo probatorio arrimado al plenario se evidencia: 
  
1.            El 18 de febrero de 2010 le fue conferido poder al abogado investigado,

[26]
 quien ese mismo 

día, elevó Incidente de Nulidad “desde la suspensión del mismo” afirmando que la orden emitida en 
fecha 12 de octubre de 2005 era injusta, por tratarse de sumas de dinero no debidas por los 
demandados y porque se habían efectuado algunos abonos; poniendo de presente igualmente la 
injusticia al haberse dispuesto el remate del bien hipotecado, y afirmando que como consecuencia 
de esta solicitud el mismo debía suspenderse.

[27]
 

2.            El Juzgado por auto del 19 de febrero de 2010, le reconoció personería al abogado y 
rechazó de plano la solicitud de nulidad, en tanto los hechos alegados no encuadraban en ninguna 
de las causales de nulidad contenidas en el artículo 140 del C.P.C.

[28]
 

3.            Contra la anterior decisión el disciplinable interpuso recurso de reposición y en subsidio el de 
apelación, los cuales fueron declarados extemporáneos mediante auto del 8 de abril de 2010.

[29]
 

4.            Solicitud de reliquidación del crédito de fecha 13 de abril de 2010, presentada por el doctor 
TODARO GONZALEZ, apoderado de los demandados, en el cual alega una serie de abonos a la 
obligación que se habrían realizado entre los años 2006 a 2008 que ascenderían a un total de 
$8.608.781, y señaló que para reliquidar el crédito debía atenderse la doctrina de la Corte 
Constitucional referida las reliquidaciones y compensaciones conforme a la Ley 549 de 1999 y la 
sentencia C-955 de 2000.

[30]
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5.            El Juez de conocimiento negó la anterior solicitud de reliquidación con auto del 19 de abril 
de 2010,

[31]
 con el argumento que los estadios procesales para enervar las pretensiones de la 

demanda precluyeron conforme al artículo 555 del C.P.C., encontrándose el asunto en ejecución 

de la sentencia ya ejecutoriada, para con el producto del remate cancelar la obligación perseguida. 
6.            El 15 de abril 2010,

[32]
 el abogado investigado interpuso un nuevo incidente de nulidad esta 

vez contra el auto del 8 de abril de esa calenda que fijó fecha para remate, pues a juicio del aquí 
encartado implicaba la suspensión del proceso, por haber sido radicada la solicitud de reliquidación 
del crédito. Solicitud que fue negada por el Juzgado el 19 de abril de 2010 por improcedente toda 
vez que se debió haber impugnado la decisión y no acudir a la vía de la nulidad ya que sus 
causales son taxativas.

[33]
 

7.            La anterior decisión fue recurrida en reposición y apelación el 14 de mayo de 

2010,
[34]

 argumentando no poder adelantar el remate sin antes haber reliquidado el crédito, frente 

a lo cual el Juzgado Civil Municipal mediante auto del 14 de mayo de 2010, señaló que las partes 
se hallaban en libertad de presentar actualizaciones de la liquidación del crédito todas las veces 
que lo consideraran sin aguardar que lo hiciera la Secretaría del despacho, entre otras razones 
porque éstas últimas no admiten objeciones, e insistió en la impropiedad de recurrir el auto que no 
aceptó la reliquidación del crédito, presentando nulidad, por lo cual negó la reposición y fue 
concedida la apelación.

[35]
 

8.            El Juzgado Segundo Civil del Circuito de Girardot, en sede de apelación y en proveído 
del 28 de julio de 2010, confirmó la determinación del A quo reiterando que las nulidades mal 
pueden ser empleadas en cualquier estadio procesal, pues lo procedente era apelar el auto el cual 
no accedió a la reliquidación del crédito y esgrimir lo pertinente al momento de contestar la 
demanda, máxime cuando no se señaló la concurrencia de causal alguna de invalidez del proceso 
que, entre otras cosas no se puede predicar de los autos, como lo peticionó el libelista, advirtiendo 
que presumiblemente se pretendían revivir etapas procesales ya superadas.

[36]
 

9.            El disciplinado presentó un tercer incidente el 28 de julio de 2010, deprecando la nulidad de 
lo actuado y solicitando a la demandante “… la adecuación de los documentos del crédito y del 
trámite adelantado…”, aduciendo la ausencia de requisitos de la demanda y la ausencia de 
requisitos del título ejecutivo.

[37]
 El Juzgado por auto del 5 de agosto de 2010,

[38]
 una vez más 

señaló que lo peticionado no se avenía a las causales de nulidad taxativamente previstas en el 
artículo 140 del C.P.C., ni los hechos acaecieron con posterioridad al incidente anterior, razones 
para igualmente rechazarlo de plano. 
10.          El 12 de agosto de 2010,

[39]
 se interpusieron por parte del disciplinable los recursos de 

reposición y apelación despachado, el primero de manera desfavorable por el propio Juzgado, en 
proveído del 26 de agosto de 2010. 
11.          Contra esta última decisión se interpuso recurso de reposición, el cual fue despachado 
adversamente el 23 de septiembre de 2010 por tratarse de reposición de reposición, siendo allí 
donde el Juzgado dispuso la expedición de copias que originaron la presente actuación 
disciplinaria. 
12.          Impugnó el togado el Auto del 23 de septiembre con recurso de reposición,

[40]
 despachado 

una vez más de manera desfavorable el 28 de octubre de 2010.
[41]

 

13.          En esa misma fecha, 28 de octubre de 2010, el doctor GASPAR ENRIQUE TODARO 
GONZÁLEZ interpuso un quinto incidente de nulidad que denominó “de carácter constitucional”, 
“por falsedad en documento público y peculado del alivio del Estado por los valores cobrados de 
más” respecto del auto que fijaba fecha para remate, argumentando una vez más el desacato a la 
jurisprudencia respecto de la Ley 549 de 2009, mismo que fuera empleado con la solicitud de 
reliquidación del crédito y de querer discutir los montos a los que fue condenada su mandante; ese 
día el Juzgado negó por improcedente la nulidad planteada conforme al Art 140 del C.P.C.; una 
vez más fueron utilizados por el encartado los recursos de reposición y apelación, el Juzgado negó 
la reposición el 28 de octubre de 2010 y concedió la apelación.

[42]
 

14.          El Juzgado Segundo Civil del Circuito de Girardot, en sede de apelación y en proveído 
del 16 de marzo de 2011, confirmó la determinación del A quo, reiterando que las nulidades mal 
pueden ser empleadas en cualquier estadio procesal, siendo lo procedente apelar el auto el cual 
no accedió a la reliquidación del crédito aduciendo lo pertinente al momento de contestar la 
demanda, máxime cuando no se señaló la concurrencia de causal alguna de invalidez del proceso 

file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn31
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn32
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn33
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn34
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn35
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn36
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn37
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn38
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn39
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn40
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn41
file:///C:/Users/ANGELAADMON/Downloads/csj01386.htm%23_ftn42


que, entre otras cosas no se puede predicar de los autos, como lo peticionó el libelista, advirtiendo 
que presumiblemente se pretendían revivir etapas procesales ya superadas.

[43]
 

15.          Se presentó otro incidente de nulidad el 5 de noviembre de 2010,
[44]

 respecto al auto que 
aprobó el remate y solicitando además la suspensión del proceso, con los mismos argumentos ya 
señalados en los incidentes anteriores; el cual el Juzgado mediante proveído en fecha 9 de 
noviembre de 2010, negó por improcedente, al no ajustarse a lo normado en el Art 140 del C.P.C. 
16.          Nuevamente se interpusieron los recursos de reposición y apelación, siendo negada la 
reposición el 1º de diciembre de 2010 por improcedente, por cuanto no es posible pretender la 
declaratoria de nulidad del auto que aprobó el remate, pues para tal fin existen recursos y 
concedida la alzada.

[45]
 El Juzgado Segundo Civil del Circuito de Girardot, en sede de apelación y 

en proveído del 11 de abril de 2011, confirmó la determinación del A quo reiterando las mismas 
consideraciones ya señaladas para las demás alzadas.

[46]
 

  
Así entonces, en el caso concreto se encuentra debidamente probado que el abogado 
investigado adoptó comportamientos los cuales rayan con los límites de la desconsideración para 
con las demás partes del proceso y la Administración de Justicia, pues no cabe duda que los 
analizados recursos, incidentes y nulidades incoados carecían palpablemente de cualquier tipo de 
fundamentación, lo cual evidencia la clara intención del profesional de entorpecer el curso normal 
del proceso e impedir el remate del inmueble, en detrimento de los intereses del demandante y 
generando con ello un desgaste innecesario de la administración de justicia. 
  
Así las cosas, de las pruebas recogidas dentro del trámite de la investigación, se puede colegir en 
grado de plenitud probatoria y sin que al respecto se anteponga ninguna materialidad sobre la cual 
pueda construirse alguna causal de justificación, que para el caso, el abogado GASPAR ENRIQUE 
TODARO GONZÁLEZadecuó su conducta a los dictados del artículo 33 numeral 8º de la Ley 1123 
de 2007. 
  
Es claro que para esta Corporación no existe ninguna duda, que con los incidentes de nulidad y 
recursos propuestos el abogado adecuó su conducta en un todo a los extremos y contenidos tanto 
objetivos como subjetivos de la norma en mención, comportamiento del que, como se dejó 
consignado, no se advierte ninguna causal de justificación. 
  

Frente a los argumentos exculpativos señalados en su escrito de apelación por el defensor de 

oficio, consistente en que su representado nunca interpuso las peticiones con intención de dilatar el 
proceso, no puede aceptarse, ya que si bien es cierto, un abogado al recibir poder para defender 
los intereses de su cliente, está en la obligación de ejercer todas las gestiones tendientes a lograr 
tal mandato, también lo es que las actuaciones deben ser las establecidas en la ley, pero sin 
abusar de las vías de derecho, ejerciéndolas en forma contraria a su finalidad, como lo hizo el 
abogado sancionado que interpuso incidentes y recursos, con el fin de demorar el normal 
desarrollo del proceso ejecutivo hipotecario adelantado por CONAVI. 
  
Antijuridicidad. Con fundamento en lo anterior, no cabe duda para esta Sala que el disciplinado 
ciertamente vulneró el orden jurídico tutelado, siendo incuestionable que con su comportamiento se 
demuestran todos los elementos constitutivos de la conducta disciplinariamente reprochada, 
descrita en el numeral 8 del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, pues si bien la ley consagra el 
derecho de defensa, éste debe ser utilizado en las oportunidades que la misma establece, en pro 
del buen funcionamiento de la administración de justicia y de la garantía de los derechos 
fundamentales de los ciudadanos, pero nunca en beneficio de intereses particulares, dilatando el 
normal desarrollo del asunto. 
  
Por todo lo anterior, esta Sala despachará negativamente las solicitudes del impugnante en su 
escrito de alzada, y de contera confirmará la sentencia por medio de la cual la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, sancionó al 
abogado GASPAR ENRIQUE TODARO GONZÁLEZ por incurrir en la falta descrita en el numeral 
8 del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, en las condiciones ya señaladas, dándose el abierto 
desconocimiento del deber previsto en el numeral 6 del artículo 28 de la misma Ley, tal como lo 
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dispuso el legislador en el Estatuto Deontológico del Abogado, teniendo que dichas normas 
exponen en su orden lo siguiente: 
  
Ley 1123 de 2007: 
  
“Artículo 28. Deberes profesionales del abogado. Son deberes del abogado: 
(…) 
6. Colaborar leal y legalmente en la recta y cumplida realización de la justicia y los fines del 
Estado.” 
  
Corolario de lo anterior, estima la Sala que el proceder del letrado, vulneró la ética de la abogacía 
en forma antijurídica y de igual manera se ha demostrado el actuar desleal y la vulneración del 
deber jurídicamente tutelado. 
  
Culpabilidad. Se entiende por culpabilidad la actitud consiente de la voluntad que da lugar a un 
juicio de reproche en cuanto el agente actúa en forma antijurídica pudiendo y debiendo actuar 
diversamente. 
  
Podemos decir que la culpabilidad se predica de aquella persona que siendo responsable 
jurídicamente decide actuar contra derecho con consciencia de la antijuridicidad. 
  
En al campo disciplinario el artículo 13 del Código Disciplinario Único adopta como formas de 
culpabilidad el dolo y la culpa, siendo la conducta dolosa cuando el sujeto disciplinable dirige su 
comportamiento de manera inequívoca a la realización del resultado típico y contra derecho 
(antijurídico). 
  
Las anteriores consideraciones, permiten concluir que respecto de las conductas atribuidas al 
disciplinado se encuentra demostrado el elemento subjetivo del tipo en tanto que el 
comportamiento radicado en cabeza del investigado resulta predicable a título de dolo por no ser 
posible concebir que abuse de las vías de derecho en la forma en que lo hizo. 
  
Sabia pues la togada y era consciente de sus responsabilidades frente a su actuar, razón por la 
que forzoso resulta en deber jurídico considerar integrado el trípode que constituye la falta 
disciplinaria: tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, circunstancia que obliga a mantener el 
ángulo de responsabilidad en su contra y por consiguiente impartir confirmación a la decisión del A 
quo como en efecto se hará. 
De la Sanción.- Al tenor de lo previsto en el artículo 13 de la Ley 1123 de 2007, para la graduación 
de la sanción deben tenerse en cuenta los límites y parámetros allí señalados, los cuales deben 
consultar los principios de razonabilidad, necesidad y proporcionalidad. 
  
Así las cosas, la falta endilgada a la investigada consagrada en el artículo 30 numeral 4 de la Ley 
1123 de 2007, prevén cuatro tipos de sanción, censura, suspensión, exclusión y multa. 
  
Ahora, véase que la conducta en la cual incurrió el investigado en falta contra la recta y leal 
realización de la justicia y fines del Estado, es de naturaleza dolosa, siendo adecuada la sanción 
impuesta al doctor GASPAR ENRIQUE TODARO GONZÁLEZ, y con ello se atienden los criterios 
de graduación de la sanción previstos en el artículo 45 de la Estatuto Deontológico del Abogado. 
  
Igualmente, la imposición de la referida sanción, cumple con el fin de prevención particular, 
entendido este como el mensaje de reflexión para los profesionales del derecho, en el presente 
caso, el litigante encartado, para que en el futuro se abstengan de incurrir en conductas 
consagradas como faltas o incumpla sus deberes en el ejercicio de la profesión de abogado. 
  
Teniendo en cuenta lo anterior y demostrado que el togado disciplinado cometió la falta 
disciplinaria transcrita en precedencia, resulta merecedor de sanción y al efecto bien podría 
imponerse cualquiera de las previstas en la Ley 1123 de 2007. 



  
Considera esta Superioridad que la Sala A quo, impuso una justa sanción, de acuerdo a los 
parámetros legales al encontrar al abogado GASPAR ENRIQUE TODARO GONZÁLEZ, 
responsable de infringir el numeral 8 del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, sancionándolo con UN 
(1) AÑO de suspensión en el ejercicio de la profesión y MULTA de 10 SMMLV, en virtud de los 
principios de razonabilidad, necesidad y proporcionalidad se hace necesario confirmar el tiempo de 
la sanción. 
  
Acorde con el principio de necesidad, íntimamente ligado con la función de la sanción disciplinaria, 
no admite duda que le es imperativo al operador disciplinario afectar con suspensión al implicado, 
pues la imposición de la referida sanción, cumple con el fin de prevención particular, entendiendo 
este, como el mensaje de reflexión para los profesionales del derecho, para que a futuro se 
abstengan de incurrir en conductas consagradas como faltas disciplinarias, o incumplan sus 
deberes en el ejercicio de la profesión de la abogacía. 
  
De igual manera, la sanción impuesta cumple con el principio de proporcionalidad en la medida de 
corresponder la respuesta punitiva con la gravedad de la misma, pues sin justificación alguna el 
profesional del derecho conculcó el Estatuto Deontológico en el aspecto de la recta y leal 
realización de la justicia y los fines del Estado. 
  
Finalmente, se cumple también con el principio de razonabilidad referido este a la idoneidad o 
adecuación al fin de la pena, la cual justifica la sanción disciplinaria de suspensión por el término 
de 1 año en el ejercicio de la profesión y multa de 10 SMMLV impuesta al disciplinado, debiéndose 
atender lo expuesto por la Corte Constitucional, cuando dijo: “la razonabilidad hace relación a que 
un juicio, raciocinio o idea esté conforme con la prudencia, la justicia o la equidad que rigen para el 
caso concreto. Es decir, cuando se justifica una acción o expresión de una idea, juicio o raciocinio 
por su conveniencia o necesidad.”

[47]
 

  
Teniendo en cuenta lo planteado, esta Superioridad procederá a confirmar en su integridad la 
providencia apelada de fecha 26 de junio de 2013 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria, administrando justicia en nombre de 
la República y por autoridad de la Ley, 
  

RESUELVE 

  
Primero.- CONFIRMA íntegramente la sentencia apelada proferida el 26 de junio de 2013, por la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, en la 
cual sancionó con SUSPENSIÓN en el ejercicio de la profesión por el término de un (1) año 
y MULTA diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes, al abogado GASPAR ENRIQUE 
TODARO GONZÁLEZ, tras hallarlo responsable de incurrir en la falta prevista en el numeral 8° del 
artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 
providencia. 
  
Segundo.- Anotar la sanción en el Registro Nacional de Abogados, fecha a partir de la cual 
empezará a regir la misma, para cuyo efecto se le comunicará a la Oficina encargada del Registro 
lo aquí resuelto, remitiendo copia de esta providencia con constancia de su ejecutoria. 
  
Tercero.- DEVUÉLVASE al Consejo Seccional de origen para que en primer lugar, notifique a 
todas las partes dentro del proceso y en segundo lugar, cumpla lo dispuesto por la Sala. 
  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  
  

  
MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA 
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Presidenta 
  
  

  
  
  

PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO 
Vicepresidente Magistrado 

    
    

    
  
  
  

  

JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ ANGELINO LIZCANO RIVERA 
Magistrada Magistrado 

    
    

  
  
  

  

NÉSTOR IVÁN JAVIER OSUNA PATIÑO WILSON RUIZ OREJUELA 
Magistrado Magistrado 

    
    

    
  

  
  
  

YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA 
Secretaria Judicial 

  
  

SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO 

  
  
Bogotá D.C.,    catorce (14) de octubre de dos mil catorce (2014) 
  
Magistrada  Doctora JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ 

  
  
Magistrado Ponente Dr. ANGELINO LIZCANO RIVERA 

Radicación No. 250001102000201101386 01 

 Aprobado en Sala No. 66 del 27 de agosto de 2014 

  
  
Con el debido respeto manifiesto mi disenso parcial con la decisión en el asunto de la referencia, 
en relación con el quantum de la sanción impuesta al abogado GASPAR ENRIQUE TODARO 
GONZÁLEZ, pues a pesar de la gravedad de la falta enrostrada en sede de primera instancia, 
considero, se debió reducir la sanción tal como se plasmó en la ponencia que me fue negada en 
Sala 93 del 11 de diciembre de 2013, bajo los siguientes postulados: 
  
“Dosimetría de la Sanción 

  
Al tenor de lo previsto en el artículo 13 de la Ley 1123 de 2007, para la graduación de la sanción 
deben tenerse en cuenta los límites y parámetros allí señalados, los cuales deben consultar los 
principios de razonabilidad, necesidad y proporcionalidad. 



  
Así las cosas, la falta endilgada a la investigada consagrada en el artículo 30 numeral 4 de la Ley 
1123 de 2007, prevé cuatro tipos de sanción, censura, suspensión, exclusión y multa. 
  
Ahora, véase que la conducta en la cual incurrió el investigado en falta contra la recta y leal 
realización de la justicia y fines del Estado, es de naturaleza dolosa, pero al ser absuelto de 
algunas de las conductas dilatorias se considera ajustado modificar la sentencia apelada, en el 
sentido de imponer como sanción definitiva al doctor GASPAR ENRIQUE TODARO GONZÁLEZ la 
sanción de suspensión de tres (3) meses en el ejercicio de la profesión, ello atendiendo los criterios 
de graduación de la sanción previstos en el artículo 45 del citado Estatuto Ético. 
  
La anterior sanción se encuentran acorde con el principio de necesidad íntimamente ligado con la 
función de la sanción disciplinaria, en tanto la prevención general que caracteriza la utilidad de la 
sanción, cumple el propósito de: 
  
“(…) amenaza de un mal a todo aquel que no observe a cabalidad los deberes profesionales o 
viole el régimen de incompatibilidades, de suerte que avoque a los profesionales del derecho a 
encausar por caminos de legitimidad, honestidad y rectitud, disuadiéndolos de incurrir en faltas 
disciplinarias (…)”

[48]
. 

  
Igualmente, la imposición de la referida sanción, cumple con el fin de prevención particular, 
entendido este como el mensaje de reflexión para los profesionales del derecho, en el presente 
caso, el litigante encartado, para que en el futuro se abstengan de incurrir en conductas 
consagradas como faltas o incumpla sus deberes en el ejercicio de la profesión de abogado. 
  
Finalmente, cumple también con el principio de razonabilidad entendido como la idoneidad o 
adecuación al fin de la pena, justificando modificar las sanciones disciplinarias, pues es acorde con 
lo expresado por la Corte Constitucional en la sentencia C-530 del 11 de noviembre de 1993 

  
“(…) La razonabilidad hace relación a que un juicio, raciocinio o idea esté conforme con la 
prudencia, la justicia o la equidad que rigen para el caso concreto. Es decir, cuando se justifica una 
acción o expresión de una idea, juicio o raciocinio por su conveniencia o necesidad”. 
  
Por consiguiente, se modificará la sanción del doctor GASPAR ENRIQUE TODARO GONZÁLEZ 
dejando como sanción definitiva de suspensión de tres (3) meses en el ejercicio de la profesión, la 
cual cumple con el principio de proporcionalidad en la medida de corresponder a la respuesta 
punitiva, asegurándose igualmente el principio de legalidad de las sanciones, de plena vigencia en 
el derecho disciplinario y se confirmará lo demás.”   
  
De los Señores Magistrados, en los anteriores términos dejo planteado mi salvamento parcial de 
voto. 
  
Se remite a la secretaría judicial un expediente en 13 cuadernos con 46 – 46 – 93 – 14 – 23 – 24 – 

24 – 33 – 22 – 10 – 8 – 19 – 222  folios y 5 CD´s. 

  
Atentamente, 
  
  
  

JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ 

Magistrada 
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